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ACTA O4-SAJPAM-2021
Sesión Extraordinaria - Plataforma Microsoft Teams
Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Mayores
Miércoles 14 de julio de 2021, II Audiencia
_______________________________________________________________

Al ser las catorce horas del miércoles catorce da inicio la sesión virtual extraordinaria de julio de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores, con las siguientes personas participantes:
	Nombre
	Presente
	Ausente

	Mag. Deyanira Martínez Bolívar, Coordinadora
	
	Con justificación

	Sra. Cindy Campos Coto
	X
	

	Sra. Evelyn Chavarría Brenes, en sustitución de Sra. Mayela Pérez Delgado
	X
	

	Sra. Ericka Chavarría Astorga
	X
	

	Sra. Karla Vanessa Sancho Vargas
	X
	

	Sr. Gabriel Quirós Calderón
	
	Con justificación

	Sra. Melissa Benavides Víquez
Sra. Nora Lía Mora Lizano
	X
X
	

	Sra. Andrea Dotta Brenes
	
	X

	Sra. Mileidy García Solano
	
	X

	Sr. Rodolfo Brenes Blanco
	
	Con justificación

	Sra. Ruth Bermúdez Molina
	
	Con justificación

	Sra. Mauren Arias Gutiérrez
Sra. Flor Murillo Rodríguez
	
	
Con justificación

	Sra. Lupita Chaves Cervantes 
	
	X

	Sra. Rebeca Ramírez Corrales
	X
	

	Sra. Yolanda Mora Artavia
	
	Con justificación

	Sra. Leida Hernández Gutiérrez
	
	X

	Sra. Rebeca Ferrero Villa
	
	X


	
Karla Vanessa Sancho Vargas
	
14/7/2021 13:30
	
14/7/2021 15:40
	
2 h 9 min

	Rebeca Ramírez Corrales
	14/7/2021 13:52
	14/7/2021 15:40
	1 h 47 min

	Melissa Benavides Víquez
	14/7/2021 13:53
	14/7/2021 15:39
	1 h 46 min

	Evelyn Chavarría Brenes
	14/7/2021 13:58
	14/7/2021 15:40
	1 h 41 min

	Mileidy García Solano
	14/7/2021 14:00
	14/7/2021 15:40
	1 h 39 min

	Nora Lía Mora Lizano
	14/7/2021 14:17
	14/7/2021 15:40
	1 h 22 min

	Karla Sancho
	14/7/2021 14:20
	14/7/2021 14:22
	1 min 33 s

	Cindy Campos Coto
	14/7/2021 14:21
	14/7/2021 15:40
	1 h 18 min

	Ericka Chavarría Astorga
	14/7/2021 14:48
	14/7/2021 15:40
	51 min 13 s



ARTÍCULO ÚNICO
Revisión del Protocolo para la Atención y el Abordaje de las Personas Adultas Mayores Usuarias de los Servicios del Poder Judicial.


Se revisó el protocolo elaborado por el señor Rodolfo Blanco y la señora Mayela Pérez, con respecto al cual se plantearon diferentes propuestas para el trabajo en el documento.  Entre los puntos que se señalaron destacan la necesidad de modificar las referencias a las Reglas de Brasilia, toda vez que fueron actualizadas y aprobada su nueva redacción por Corte Plena, asimismo, enriquecer el material con un marco conceptual e incluir otros instrumentos internacionales, además de considerar los esfuerzos que al respecto se están realizando en el Ministerio Público y la Contraloría de Servicios.  Por otra parte, se considera relevante validar el producto que se genere con la consulta a personas expertas y la propia población adulta mayor.
En términos generales se planteó este ejercicio como una excelente antesala para las acciones que se deberán promover en aras de actualizar la Política Institucional.

SE ACUERDA: 1. Se remitirá cordial invitación a las personas integrantes de la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Personas Adultas Mayores a participar en grupos de trabajo para la revisión puntual del Protocolo para la Atención y el Abordaje de las Personas Adultas Mayores Usuarias de los Servicios del Poder Judicial, para lo cual se les solicitará que en el plazo de tres días hábiles expresen su interés y posibilidad.  2. El documento se dividirá en secciones, las cuales serán distribuidas entre las personas que se propusieron para integrar los equipos de trabajo. 3. Una vez se cuente con el documento final, se procederá a coordinar el proceso para su validación.  Acuerdo unánime, comuníquese por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.-

Finaliza la reunión a las quince horas y cuarenta minutos.
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INTRODUCCIÓN


Incluir lo referente a CONAPAM


Política Nacional


Política de la Fiscalía

(Ley 8720) y aquellas leyes que protejan situaciones específicas y condiciones


Este protocolo tiene por objeto regular y normar la actuación de las diversas instancias judiciales, frente a la demanda de asistencia jurídica proveniente de la población adulta mayor, a fin de otorgar una prestación de servicios eficiente y de calidad, capaz de responder a las especiales necesidades y características de este grupo poblacional en situación vulnerable y vulnerabilizada, para potenciar su acceso igualitario a la justicia y al ejercicio positivo de sus derechos.


El estado costarricense ratificó la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores
, mediante la ley número 9394 del 12 de octubre de 2016; al ratificar este instrumento jurídico internacional, adquirió el compromiso de proteger los derechos humanos de las personas adultas mayores, para lo cual debe adecuar el ordenamiento jurídico interno, así como las políticas públicas, administrativas y judiciales, conforme a las disposiciones y deberes establecidos en la Convención. 

Al respecto, el artículo 4 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores dispone, que los estados parte: 


”…c) Adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos…”.


Conforme lo establecido en el artículo 1, del citado cuerpo normativo “…el objetivo principal de Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad…”. 


Entre los derechos consagrados en la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, están, el derecho a la libertad de expresión y de opinión, al acceso a la información, a la accesibilidad y a la movilidad personal, a la independencia y a la autonomía, el derecho al acceso a la justicia.

El derecho de acceso a la justicia, lleva implícito el deber del estado costarricense de asegurar a las personas adultas mayores el goce de todos los derechos que le permitan obtener justicia pronta y cumplida, de conformidad con las leyes, y en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna. 

En este sentido, la Carta Iberoamericana de Derechos de las Víctimas
, en el artículo 3, establece el Derecho de Acceso a la Justicia, indicando que: …” Las víctimas tienen derecho a que los Estados tengan una política articulada, integral y sostenible de acceso a la justicia que tome en cuenta sus diferencias e identidad cultural, eliminando todo tipo de práctica discriminatoria, que proporcione procedimientos judiciales y administrativos, que consideren las necesidades de las víctimas. Estos servicios deben ser oportunos, expeditos, accesibles y gratuitos. Además del acceso individual a la justicia, los sistemas judiciales procurarán establecer los procedimientos o las reformas legales correspondientes,  para que grupos de víctimas puedan presentar demandas de reparación y obtenerla, según proceda…”. 

Por otra parte, la Constitución Política de Costa Rica garantiza el derecho a la tutela judicial efectiva
; asimismo, en el artículo 51
 concede protección especial a las personas adultas mayores, cuando establece “…Igualmente, tendrán derecho a esa protección la madre, el niño y la niña, las personas adultas mayores y las personas con discapacidad…”.


Atendiendo a este mandato constitucional, y con la finalidad de promover el acceso a la justicia de las personas adultas mayores, Corte Plena mediante la sesión extraordinaria número 17-2008 del 26 de mayo de 2008, aprobó la incorporación de las Reglas de Brasilia sobre el Acceso a la Justicia de las Personas en condición de vulnerabilidad (aprobadas por la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, realizada en Brasilia los días 4,5 y 6 de marzo de 2008).

    Uno de los pilares que se tomaran en cuenta para la elaboración del presente protocolo y será fuente de compromiso de este, son las Reglas de Brasilia, para el Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad, las cuales en su CAPÍTULO I: PRELIMINAR, indican: 


Sección 1ª.- Finalidad 


       “Las presentes Reglas tienen como objetivo garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial”


El objetivo de las citadas reglas es precisamente garantizar las condiciones de acceso efectivo a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, de manera que se les reconozca el ejercicio y goce de los Derechos Humanos, inherentes a su dignidad humana.

Es importante indicar que se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. 

En este sentido, el Poder Judicial de Costa Rica, tiene el compromiso de tomar las medidas necesarias para brindar un adecuado acceso a la justicia para poblaciones en condición de vulnerabilidad, dentro de las cuales se encuentran, las personas adultas mayores. 


Precisamente, entre los principales derechos reconocidos a esta población está el de la debida diligencia y el tratamiento preferencial en relación con la resolución y ejecución de las decisiones jurisdiccionales. 

En Costa Rica, la población adulta mayor ha venido aumentando de manera sostenida y sistemática, de manera que, de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, se proyecta que para el año 2050 “… el segmento poblacional que más crecerá corresponderá a los adultos mayores. El tamaño de esta población se triplicará en los próximos 40 años, pasando de 316 mil personas en el 2012 a más de 1 millón en el 2050…”. 

Esto nos obliga a redoblar esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia de las personas adultas mayores usuarias de los servicios que provee el Poder Judicial. Estas personas tienen derecho a recibir un trato digno, respetuoso, eficiente, en condiciones de igualdad y sin ningún tipo de discriminación.



No obstante, lo anterior, en no pocas ocasiones se ha detectado que existe falta de sensibilización por parte de las personas funcionarias judiciales que atienden, tramitan y resuelven asuntos relacionados con las personas adultas mayores. En algunos casos, se requiere de una atención inmediata de los asuntos sometidos a conocimiento de los distintos despachos del Poder Judicial, ello debido a que las personas adultas mayores son víctimas de maltrato y abandono, que claramente ponen en riesgo su integridad física y su vida. 


Ante esta realidad, la subcomisión de Acceso a la Justicia para las personas adultas mayores, con el objetivo de promover y tutelar la garantía constitucional del derecho de acceso a la justicia para esta población, presenta 


el Protocolo para el abordaje de las personas adultas mayores usuarias de los servicios del Poder Judicial. Corresponde a cada una de los despachos u oficina del Poder Judicial adecuar los servicios que brinda, a las características y necesidades especiales de las personas adultas mayores.

OBJETIVO GENERAL


El acceso a la justicia es un derecho fundamental que ha logrado un mayor protagonismo en los últimos años, particularmente al estar considerado dentro del catálogo de derechos humanos que todo Estado debe garantizar y fomentar. El acceso a la Justicia es un concepto que hace referencia a las posibilidades de las personas, sin distinción alguna, de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas, sin ningún distingo de género.


El objetivo principal del presente protocolo es promover y garantizar el acceso a la justicia de las Personas Adultas Mayores, en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna; velando por el respeto de los derechos, características y necesidades especiales de estas personas, usuarias de los servicios que brinda el Poder Judicial. 

El presente protocolo estará enfocado a la atención del grupo de población adulto mayor y del acceso a la justicia de dicho grupo.


Es importante conceptualizar y definir primeramente qué se entiende por población adulta mayor, en nuestro país. 

            La población adulta mayor en nuestro país, Costa Rica va en aumento, debido diferentes políticas institucionales, acelerado deterioro económico de los indicadores de crecimiento o factores económicos mundiales que tienen incidencia directa en nuestro indicadores de crecimiento y natalidad  y que han inferido directamente en que en los últimos 50 años se han disminuido las tasas de fecundidad y mortalidad, situación que provoca que vaya creciendo la  población adulta mayor en nuestro país. 


      
Esto provoca que las diferentes autoridades políticas de nuestro país hayan tomado diferentes vertientes al respecto, a manera de ejemplo, en el año de 1999 se aprueba la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, LEY  N° 7935, la cual tiene como objetivo velar por los derechos de las personas adultas mayores y promover una respuesta oportuna a sus necesidades y demandas, También es a partir de dicha Ley se crea el Consejo Nacional de la Persona Adulta Mayor (CONAPAM), el cual diseña la Política Nacional de Envejecimiento y Vejez (2011-2021) con el objetivo de estimular el desarrollo de las personas adultas mayores, garantizando una vida plena y digna. 

            Es necesario aquí realizar un alto y entender o aclarar varios conceptos, se debe comprender que existen varios tipos de envejecimiento, y que, si bien este protocolo no pretende ser un compendio de conceptos, si se hace necesario la interiorización y englobamiento de algunos de ellos a nuestra percepción; los más utilizados.


1. Envejecimiento biológico.


2. Envejecimiento psicológico.


3. Envejecimiento social. 


A continuación, se desarrolla una definición clara y sencilla de cada uno de estos conceptos:

1. Envejecimiento biológico.

Sus signos son más notorios, sus cambios los percibimos a simple vista y entre estos percibimos, cambios físicos (nivel corporal, visual, auditivo, afectación el sentido del gusto y la función locomotora).

2. Envejecimiento psicológico.


Se le relaciona con problemas de memoria, puede incidir, aunque no necesariamente con la memoria, el aprendizaje y la inteligencia.


3. Envejecimiento social.

Es comprendido como los cambios en el desarrollo de las relaciones interpersonales de las personas adultas mayores.

Es importante destacar que el envejecimiento no es sinónimo de enfermedad o de proximidad a la muerte, se debe tratar a las personas adultas mayores como “adultas” que aún pueden gozar de autonomía, con capacidad de aprendizaje, las condiciones de carácter son propias de la personalidad y no por el grupo etario, la sexualidad es una necesidad básica de los seres humanos, por tanto, se mantiene a lo largo de la vida, el aislamiento y la depresión no son parte del proceso de envejecimiento.


Estos aspectos desarrollados anteriormente serán básicos para el desarrollo del presente protocolo ya que el desconocimiento de estos provocará, discriminación con la población adulta mayor y si se desea lograr avances en materia de envejecimiento y vejez es preponderante realizar trabajo socioeducativo en el derrumbamiento de mitos entorno a la edad.

MARCO CONCEPTUAL


Acceso a la Justicia:

La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ley número 9394, en el artículo treinta y uno, en relación con el acceso a la justicia, refiere que:


“La persona mayor tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

Los Estados Parte se comprometen a asegurar que la persona mayor tenga acceso efectivo a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante la adopción de ajustes de procedimiento en todos los procesos judiciales y administrativos en cualquiera de sus etapas.

Los Estados Parte se comprometen a garantizar la debida diligencia y el tratamiento preferencial a la persona mayor para la tramitación. resolución y ejecución de las decisiones en procesos administrativos y judiciales.”

La Carta Iberoamericana de Derechos de las Víctimas, define el Derecho al Acceso a la Justicia como:


“ El derecho que tienen las víctimas a que los Estados tengan una política articulada, integral y sostenible de acceso a la justicia que tome en cuenta sus diferencias e identidad cultural, eliminando todo tipo de práctica discriminatoria, que proporcione procedimientos judiciales y administrativos, que consideren las necesidades de las víctimas. Estos servicios deben ser oportunos, expeditos, accesibles y gratuitos. “ 

Atención Prioritaria:

La Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, establece el derecho que tienen las personas a recibir atención preferencial. Al respecto, en el artículo 13 se establece:


“Atención preferencial: Toda institución pública o privada que así lo acuerde que brinde servicios al púbico deberá mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran; además, deberá ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad. “

Por otra parte, la Política para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor, en relación con la atención prioritaria de las personas adultas mayores, dispone que: 

“El personal judicial, en especial aquellas personas que laboran en contacto directo con el público, deberán atender prioritariamente a las personas adultas mayores, exonerándolas del turno o de cualquier otro mecanismo de espera que corresponda por orden de llegada, o al hacer uso de la ventanilla de entrega de documentos o de casillas, a fin de evitar que esperen o hagan fila. “

Autodeterminación:

El diccionario de la Real Academia define el concepto autodeterminación como:


“Capacidad de una persona para decidir por sí misma algo.”

Autonomía:

El diccionario de la Real Academia, define el concepto de autonomía como:


 
“Condición de quien, para ciertas cosas, no depende de nadie.”

Dignidad Humana:

Sobre el concepto de Dignidad Humana, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución número 16069-2020, señaló:


“… De previo al análisis de este asunto, es pertinente señalar que nuestra Constitución Política en su artículo 33 reconoce y proclama el valor constitucional de la dignidad humana, que constituye la piedra angular de todos los derechos fundamentales y humanos. El ser humano, por el simple hecho de serlo, por haber nacido tal, es depositario de una serie de derechos que le son reconocidos en protección de su dignidad. En definitiva, uno de los valores y principios fundamentales del Derecho de la Constitución lo constituye, precisamente, la dignidad, sobre el cual se erige el edificio entero de la parte dogmática de la Constitución, esto es, de los derechos fundamentales de las personas. Es a partir del reconocimiento de la dignidad intrínseca al ser humano que los instrumentos internacionales de Derechos Humanos y las Constituciones le otorgan una serie de libertades y derechos indiscutibles y universalmente aceptados.”

Discriminación: 

La Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, ley número 9394, en el numeral 2, define los conceptos de:


Discriminación: “Cualquier distinción, exclusión, restricción que tenga como objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y privada.”

Discriminación por edad en la vejez: “Cualquier distinción, exclusión o restricción basada en la edad que tenga como objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos humanos y libertades fundamentales en la esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y privada.”

Envejecimiento: 


Proceso gradual que se desarrolla durante el curso de vida y que conlleva cambios biológicos, fisiológicos, psico-sociales y funcionales de variadas consecuencias, las cuales se asocian con interacciones dinámicas y permanentes entre el sujeto y su medio.


Persona Adulta Mayor:


El artículo 2 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, establece que la Persona Adulta Mayor es:

“Toda persona de sesenta y cinco años o más.”

Trámite preferente


Las Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor, dispone que cuando una persona adulta mayor sea parte en un proceso judicial, se deberá brindar un trámite preferente al expediente: 


 “el cual se traducirá en un trato diferenciado como resultado de la adecuación de los servicios … y en atención a la condición de vulnerabilidad que puede tener como efecto inclusive, que el proceso no finalice en un tiempo oportuno, en razón de la edad y estado de salud”.


Víctima: 


De acuerdo con las Reglas de Brasilia (2008), se considera víctima a:

“Toda persona física que ha sufrido un daño ocasionado por una infracción penal, incluida tanto la lesión física o psíquica, como el sufrimiento moral y el 


perjuicio económico. El término víctima también podrá incluir, en su caso, a la familia inmediata o a las personas que están a cargo de la víctima directa”.


Violencia doméstica:


La Ley contra la Violencia Doméstica (1996), en el artículo 2, define la Violencia doméstica como toda:


“Acción u omisión, directa o indirecta, ejercida contra un pariente por consanguinidad, afinidad o adopción hasta el tercer grado inclusive, por vínculo jurídico o de hecho o por una relación de guarda, tutela o curatela y que produzca como consecuencia el menoscabo de su integridad física, sexual, psicológica o patrimonial.”

Violencia psicológica: 

En la Ley contra la violencia doméstica es definida como toda:


“Acción u omisión destinada a degradar o controlar las acciones, comportamientos, creencias y decisiones de otras personas, por medio de intimidación, manipulación, amenaza, directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación o el desarrollo personal.”

Violencia física:


La Ley contra la violencia doméstica define la violencia física como toda:


“Acción u omisión que arriesga o daña la integridad corporal de una persona.”

Violencia sexual:


De acuerdo con la Ley contra la violencia doméstica, violencia sexual se define como toda:


“Acción que obliga a una persona a mantener contacto sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras interacciones sexuales mediante el uso de fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal. Igualmente, se considerará violencia sexual el hecho de que la persona agresora obligue a la agredida a realizar alguno de estos actos con terceras personas.”

Por otra parte, la ley define la Violencia Patrimonial, está constituida por cualquier:



“Acción u omisión que implica daño, pérdida, transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos o recursos económicos destinados a satisfacer las necesidades de algún pariente por consanguinidad, afinidad o adopción hasta el tercer grado inclusive, por vínculo jurídico o de hecho.” 

Violencia contra las personas adultas mayores:

El artículo 2 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, define la Violencia contras las personas adultas mayores:


“Cualquier acción u omisión, directa o indirecta, ejercida contra una persona adulta mayor, que produzca, como consecuencia, el menoscabo de su integridad física, sexual, psicológica o patrimonial.”

Vulnerabilidad:


Las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, en el capítulo I, sección segunda, determina que las personas en condición de vulnerabilidad son:


“Aquellas personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.” 

Añade que: 

“Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.”

El envejecimiento también puede constituir una causa de vulnerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales dificultades, atendiendo a sus capacidades funcionales, para ejercer sus derechos ante el sistema de justicia.


MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL


A) DECLARACIÓN UNIVERSAL DE DERECHOS HUMANOS


En el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos, la elaboración, divulgación de la Declaración Universal de Derechos Humanos elaborada el 10 de diciembre de 1948, constituye un hito importante para el reconocimiento y protección de los derechos humanos. 

En el Preámbulo, párrafo primero de la Declaración Universal de Derechos Humanos se indica que: “Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana.  Por otra parte, en el artículo segundo de esta Declaración se establece que toda persona tiene los derechos y libertades contenidos en este cuerpo normativo, sin distinción alguna de raza, sexo, religión o de cualquier otra índole. 

En este sentido, todas las personas, tenemos el derecho al acceso a la justicia y a la tutela judicial efectiva, en condiciones de igualdad y sin ningún tipo de discriminación. 

B) CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES. LEY NÚMERO 9394.


Otro instrumento jurídico internacional ratificado por el estado costarricense es la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, mediante la ley número 9394; al ratificar este instrumento jurídico internacional, adquirió el compromiso de proteger los derechos humanos de las personas adultas mayores, para ello, adecuará el ordenamiento  jurídico interno, así como las políticas públicas, administrativas y judiciales, conforme a las disposiciones y deberes establecidos en la Convención. 

Al respecto, el artículo 4 de la Convención dispone, que los estados parte: 


”…c) Adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos…”

El objetivo de la Convención
 es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor. 

En el numeral 3, se establecen los principios generales que sustentan la Convención, entre los cuales están: la promoción y defensa de los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor; la valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y contribución al desarrollo; la dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la persona mayor; la igualdad y no discriminación; la participación, integración e inclusión plena y efectiva en la sociedad; el buen trato y la atención preferencial; el enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la persona mayor; el respeto y valorización de la diversidad cultural, así como la protección judicial efectiva.


b.1) Derecho al Acceso a la Justicia 

El artículo 31 de la Convención Interamericana establece el derecho a un efectivo acceso a la justicia de las personas adultas mayores, lo que implica el derecho al debido proceso en todas las materias que atienda el Poder Judicial; a la tutela judicial efectiva de sus derechos. 


Para lograr dicho objetivo, el Estado tiene el compromiso de asegurar el efectivo acceso a la justicia, en condiciones de igualdad y sin discriminación alguna.

El numeral 31 de la Convención sobre el Acceso a la justicia, dispone:


“Le persona mayor tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, física o de cualquier otro carácter.


Los Estados Parte se comprometen a asegurar que la persona mayor tenga acceso efectivo a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante la adopción de ajustes de procedimiento en todos los proceso judiciales y administrativos en cualquiera de sus etapas…”.

Para la Dabove María Isolina (2017), p. 31, el derecho  al acceso a la justicia:

“Permite asegurar el ejercicio de los restantes derechos y libertades, siendo esencial para lograr el derecho a la igualdad”.

b.2) Trámite preferente y Atención prioritaria


Del derecho a un efectivo acceso a la justicia de las personas adultas mayores, se derivan las disposiciones relacionadas con el trámite preferente, debida diligencia y atención prioritaria que debe privar en todos aquellos asuntos judiciales o administrativos en los que figure como parte interviniente una persona adulta mayor. 


De ser necesario, el Estado adoptará las medidas afirmativas que requeridas para salvaguardar y promover los derechos fundamentales de las personas adultas mayores
. 

Al respecto, la Convención, en el numeral 31, párrafos tercero y cuarto, dispone: 


“…Los Estados Parte se comprometen a garantizar la debida diligencia y el tratamiento preferencial a la persona mayor para la tramitación, resolución y ejecución de las decisiones en procesos administrativos y judiciales.


La actuación judicial deberá ser particularmente expedita en casos en que se encuentre en riesgo la salud o la vida de la persona mayor…”.


MARCO JURÍDICO NACIONAL

A) CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COSTA RICA


La Constitución Política de Costa Rica (1949), garantiza el derecho a la tutela judicial efectiva
; al respecto señala…”Asimismo, en el artículo 51 concede protección especial a las personas adultas mayores, cuando establece “La familia como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección del Estado. Igualmente, tendrán derecho a esa protección la madre, el niño y la niña, las personas adultas mayores y las personas con discapacidad”.

En este sentido, la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, mediante la resolución 2016-005282 de las nueve horas cinco minutos del veintidós de abril del dos mil dieciséis, que corresponde a un Recurso de Amparo, estableció el deber que tiene el Estado de brindar protección especial a las personas adultas mayores; lo anterior se deriva de la protección constitucional que al efecto dispone el artículo 51 de nuestra Carta Magna.

En el considerando III de la cita resolución se señala:


…III.- Sobre la especial protección a las personas adultas mayores. - Del mismo modo en que esta Sala lo expresó mediante resolución número 2015-00174 de las 09:05 horas del 09 de enero del 2015, la jurisprudencia constitucional se ha pronunciado acerca de la especial tutela que merecen las personas adultas mayores, máxime cuando otros elementos exacerban su condición de vulnerabilidad. Así, en sentencia número 2006-02268 de las 08:59 horas del 24 de febrero de 2006, esta Sala se pronunció sobre la protección constitucional a las personas adultas mayores, en los siguientes términos “(…) queda claro que la protección especial por parte del Estado para esos grupos de personas se constituye en un verdadero derecho fundamental, exigible en las correspondientes dependencias administrativas y tribunales de justicia. Es así, como a partir del concepto del Estado social de Derecho, es posible derivar obligaciones para las autoridades públicas, precisamente en aras a la búsqueda del mayor bienestar de" todos los habitantes del país", dentro de los cuales, el Derecho de la Constitución señala de manera especial a los niños, a las madres, al anciano y personas desvalidas. Es a partir del establecimiento de un Estado Social, derivable de las disposiciones contenidas en los artículos 50 y siguientes de la Carta Fundamental , que de manera inmediata se genera la obligada intervención estatal en materia social, en la que ha de obrar en determinado sentido y orientación: a favor de aquellos sectores especiales de la población que, por su condición, así lo requieren; y tal es el caso -sin duda alguna- de los ancianos, denominados como personas de la tercera edad, o personas adultas mayores (…) ”Asimismo, en sentencia número 2007-013584 de las 15:15 horas del 19 de septiembre de 2007, se externó: “(…) este Tribunal considera conveniente reiterar la importancia de la tutela de este sector de la población según lo dispone el párrafo final del artículo 51 de la Constitución Política cuando establece: "Igualmente tendrán derecho a esa protección la madre, el niño, el anciano y el enfermo desvalido". Es evidente de acuerdo a la norma transcrita, el deber dual que tiene el Estado costarricense a) Por un lado debe producir un marco normativo adecuado con el fin de brindar una protección especial para esos grupos de personas, lo cual constituye un verdadero derecho fundamental y b) Respetar y hacer respetar a través de las correspondientes dependencias administrativas y tribunales de justicia tales derechos. A partir del concepto del Estado Social de Derecho, es posible derivar obligaciones para las autoridades públicas, precisamente en aras de la búsqueda del mayor bienestar de "todos los habitantes del país", dentro de los cuales, el Derecho de la Constitución señala de manera especial a los niños, a las madres, al anciano y personas desvalidas”. El Estado Social consagrado en nuestra Constitución Política, desarrolla en su contenido normativo una relevante y obligada intervención estatal en materia social a favor de aquellos sectores especiales de la población que, por su condición, así lo requieran; tal es el caso –sin duda alguna- de los ancianos, o personas de la tercera edad, o personas adultas mayores (…)”. 


B) LEY INTEGRAL PARA LA PERSONA ADULTA MAYOR


La Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, ley número 7935 publicada el 15 de noviembre de 1999, constituye un importante instrumento jurídico en materia de protección de los derechos fundamentales de las personas adultas mayores. Entre sus objetivos está el garantizar a las personas adultas mayores, igualdad de oportunidades, así como una vida digna; asimismo, garantizar la protección y la seguridad social.

En este sentido, en el Título V denominado Procedimientos y Sanciones, artículo 57 establece que, con el fin de prevenir la violencia física, psicológica, patrimonial o sexual en perjuicio de las personas adultas mayores, se aplicarán las medidas de protección establecidas en la Ley contra la Violencia Doméstica ley número 7586. Además, dispone que las instituciones públicas y privadas encargadas de la atención de las personas adultas mayores, así como cualquier persona que tenga conocimiento de actos de violencia en contra de esta población, están legitimadas para solicitar las referidas medidas de protección ante los Juzgados contra la Violencia Doméstica.


Por otra parte, en el Título V, Procedimientos y Sanciones, Capítulo II sobre Sanciones Penales, se establecen los siguientes delitos: Agresión física que sanciona con uno a tres meses de prisión a quien ejerza contra una persona adulta mayor, una acción u omisión que produzca el menoscabo de su integridad física
.


Agresión sexual, sanciona con penas de uno a tres meses de prisión a la persona que acose sexualmente a una persona adulta mayor, con proposiciones irrespetuosas o ademanes grotescos o mortificantes.


Agresión psicológica, sanciona con prisión de uno a seis meses a la persona que por cualquier medio ejerza prisión psicológica con el fin de degradar o manipular los comportamientos y creencias de una persona adulta mayor.


Explotación de personas adultas mayores que sanciona con prisión de uno a dos años, a quien, abusando de su situación de poder, de hecho, o de derecho, o de un estado especial de vulnerabilidad de la persona adulta mayor, la induzca a un acto de disposición sobre sus bienes, derechos o recursos económicos, de manera tal que tenga efectos jurídicos perjudiciales para la persona adulta mayor o sus dependientes directos.


Mediante ley 9777 del 12 de noviembre del 2019, se reformó el artículo 65 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, en relación con las causales de indignidad para heredar. Al respecto, se establece que la sentencia condenatoria originada por cualquiera de los delitos tipificados en esta ley, así como la condena por cualquier tipo de agresión física o sexual cuya víctima sea una persona adulta mayor, se considerarán causales de indignidad para heredar o recibir donación de bienes de quien haya sido la víctima.

C) LEY CONTRA LA VIOLENCIA DOMÉSTICA 



La Ley Contra la Violencia Doméstica (Ley número 7586), del 10 de abril de 1996, tiene como principal objetivo, regular la aplicación de medidas de protección necesarias para garantizar la vida, integridad y dignidad de las víctimas de violencia doméstica. El artículo 51 de la Constitución Política, constituye uno de los principios rectores de esta normativa legal.


El artículo 1 de la Ley contra la Violencia Doméstica, dispone:

“Esta Ley regulará la aplicación de las medidas de protección necesarias para garantizar la vida, integridad y dignidad de las víctimas de la violencia doméstica, cuyo principio rector es el artículo 51 de la Constitución Política.

La autoridad competente deberá procurar que las personas agresoras no utilicen contra las víctimas la presente Ley.


Las autoridades que intervengan en la aplicación de esta Ley brindarán protección especial a madres, personas menores de edad, personas adultas mayores y personas que presenten alguna condición de discapacidad, considerando las situaciones específicas de cada una.

Asimismo, esta Ley protegerá, en particular, a las víctimas de violencia en las relaciones de pareja o de abuso sexual intrafamiliar”.


En este sentido, es importante recordar lo establecido en el artículo 57 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor
, que establece que para prevenir la violencia contra las personas adultas mayores, deberán aplicarse las medidas de protección previstas en la Ley contra la Violencia Doméstica, asimismo, dispone que tanto las instituciones públicas y privadas encargadas de la atención de las personas adultas mayores, así como cualquier persona que tenga conocimiento de actos de violencia en contra de esta población, están legitimadas para solicitar las referidas medidas de protección ante los Juzgados contra la Violencia doméstica.


De modo que, en todos aquellos casos en que se evidencie o exista probabilidad? de que una persona adulta mayor es víctima de violencia doméstica, la persona funcionaria judicial remitirá o acompañará, a la persona adulta mayor al Juzgado de Violencia Doméstica correspondiente, para que se le otorguen las medidas de protección establecidas en la Ley contra la Violencia Doméstica. 


En el artículo 3 de la citada Ley, se establecen las medidas de protección que pueden ser solicitadas. Son las siguientes:

“Artículo 3.- Medidas de protección


Cuando se trate de situaciones de violencia doméstica, la autoridad competente ordenará cualquiera de las siguientes medidas de protección:


a) Ordenar a la presunta persona agresora que salga inmediatamente del domicilio común y, de acuerdo con las particularidades de la situación de violencia, limitarla a un área distante al de la presunta persona agredida. En el término de veinticuatro horas, la presunta persona agresora deberá informar a la autoridad judicial sobre la dirección exacta de su nueva residencia. La misma obligación tendrá cada vez que cambie de residencia. Si se resiste o incumple la orden será obligada por la Fuerza Pública, y se testimoniarán piezas por el delito de incumplimiento de una medida de protección.



b) Autorizar a la presunta persona agredida un domicilio diferente del común, previa solicitud suya, para protegerla de agresiones futuras. 



c) Ordenar el allanamiento del domicilio, pudiendo procederse a cualquier hora cuando, por violencia doméstica, se arriesgue gravemente la integridad física, sexual, patrimonial o psicológica de cualquiera de sus habitantes. Esta medida se efectuará conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal.



d) Prohibir que la presunta persona agresora posea o porte armas de fuego punzocortantes o punzocontundentes. Asimismo, prohibir que se introduzcan o se mantengan armas en la casa de habitación cuando se utilicen para intimidar, amenazar o causar daño a alguna de las personas citadas en el inciso a) del artículo 2 de esta Ley.



e) Decomisar las armas y los objetos que se utilicen para intimidar o agredir, así como cualesquiera otras armas que se encuentren en posesión de la presunta persona agresora o inscritas a su nombre, y ordenar la cancelación de los permisos de portación de armas.



f) De ser necesario y según las particularidades del caso, se podrá suspender provisionalmente a la presunta persona agresora el ejercicio de la guarda, crianza y educación de sus hijos e hijas menores de edad, así como la representación y administración de los bienes de estas y la protección de personas adultas mayores y personas que presenten alguna condición de discapacidad.

g) Ordenar a la presunta persona agresora abstenerse de interferir, de cualquier forma, en el ejercicio de la guarda, crianza y educación de sus hijos e hijas, así como en la representación y administración de los bienes de estas. Igual medida se podrá ordenar en la protección y representación de personas adultas mayores y personas que presenten alguna condición de discapacidad. Lo anterior, en los casos en los que la autoridad competente ordenara aplicar el inciso f) de este artículo.



h) Suspenderle provisionalmente a la presunta persona agresora el derecho de visitar a los hijos e hijas menores de edad, en los casos en que esta ejerza algún tipo de agresión.



i) Confiar la guarda protectora a quien la autoridad judicial considere idóneo para esa función, si tal guarda ha sido encargada a la presunta persona agresora, cuando la víctima sea persona menor de edad, persona adulta mayor que no pueda valerse por sí misma o persona que presente algún grado de discapacidad, en los casos en que la autoridad competente ordenara aplicar el inciso f) de este artículo. 



j) Prohibirle a la presunta persona agresora que agreda, perturbe o intimide a cualquier integrante del grupo familiar de la presunta víctima de violencia doméstica.



k) Prohibirle el acceso a la presunta persona agresora al domicilio, permanente o temporal, de la persona agredida y a su lugar de trabajo o estudio.


De igual manera, acercarse a dichos lugares a una distancia razonable a criterio de la jueza o el juez.



l) Fijar una obligación alimentaria provisional en favor de la presunta víctima y de los demás dependientes que corresponda, de conformidad con la Ley de pensiones alimentarias, N.º 7654, aun cuando no se cuente con documento idóneo que acredite el grado de parentesco. Una vez fijada, de oficio, se testimoniarán piezas y se remitirán a la autoridad judicial correspondiente.



m) Disponer el embargo preventivo, por un plazo máximo de tres meses, contado a partir de la fecha en que se ejecute la resolución que lo ordene, sobre la casa de habitación familiar y sobre los bienes de la presunta persona agresora necesarios para respaldar la obligación alimentaria en favor de la persona agredida y los dependientes que corresponda, de conformidad con la ley; dicho plazo podrá ser prorrogado por la jueza o el juez cuando razonablemente las circunstancias lo ameriten. Para aplicar esta medida, no será necesario ningún depósito de garantía ni el pago de honorarios ni de otros gastos.



n) Levantar un inventario de los bienes muebles existentes en el núcleo habitacional, en particular el menaje de casa u otros que le sirvan como medio de trabajo a la persona agredida.

ñ) Otorgar el uso exclusivo del menaje de casa a la persona agredida. Deberán salvaguardarse especialmente la vivienda y el menaje amparado al régimen de patrimonio familiar.



o) Ordenar a la presunta persona agresora que se abstenga de interferir en el uso y disfrute de los instrumentos de trabajo de la persona agredida. Cuando esta sea una persona adulta mayor o presente alguna condición de discapacidad, la presunta persona agresora no deberá interferir en el uso y disfrute de instrumentos indispensables para que la víctima pueda valerse por sí misma o integrarse a la sociedad.


p) Ordenar a la presunta persona agresora la reparación en dinero efectivo de los daños y perjuicios ocasionados a la persona agredida o a los bienes que le sean indispensables para continuar su vida normal. Se incluyen gastos de traslado, reparaciones a la propiedad, alojamiento y gastos médicos. El monto se hará efectivo en el mismo proceso mediante el embargo y remate de los bienes necesarios para cubrir los daños ocasionados, a juicio de la autoridad judicial competente.



q) Emitir una orden de protección y auxilio policial dirigida a la autoridad de seguridad pública de su vecindario. La víctima portará copia de esta orden para que pueda acudir a la autoridad más cercana, en caso de amenaza de agresión fuera de su domicilio.



Para aplicar cualquiera de las medidas enumeradas en este artículo o de otras que de acuerdo con las particularidades de la situación de violencia intrafamiliar deban adoptarse, la autoridad judicial podrá requerir la colaboración de la policía administrativa y de la policía judicial.



De incumplirse una o varias de estas medidas contraviniendo una orden emanada de la autoridad competente, esta deberá testimoniar piezas al Ministerio Público para que se siga el juzgamiento por el delito de incumplimiento de una medida de protección”.

D) LEY 9857, ABANDONO DE PERSONAS ADULTAS MAYORES. 


Un importante avance normativo en la protección de las Personas Adultas Mayores, lo constituye la recién promulgada Ley número 9857 del 15 de junio del 2020, que penaliza el Abandono de Personas Adultas Mayores. Mediante esta ley, se adiciona el artículo 142 bis al Código Penal; se castiga con días multa o con pena de uno a seis meses de prisión a quien teniendo la obligación de cuidar abandone a una persona adulta mayor en estado de vulnerabilidad.


Se agrega que, si como consecuencia del abandono, se pone en peligro la vida, la salud física, mental o social de la persona adulta mayor, la pena será de seis meses a tres años de prisión, siempre que no esté más severamente penado.

La pena será de tres a seis años de prisión, si resultara grave daño en el cuerpo o en la salud de la persona adulta mayor.  

Finalmente, establece que, si a consecuencia del abandono ocurriera la muerte de la persona adulta mayor, la persona autora, será sancionada con una pena de prisión de seis a diez años, siempre que no esté más severamente penado.


E)  LEY DE PENALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES


La Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, ley número 8589, en el artículo primero dispone que, esta ley tiene como fin, proteger los derechos de las víctimas de violencia y sancionar las formas de violencia física, psicológica, sexual y patrimonial contra las mujeres mayores de edad.

Al respecto, dispone: 


“Artículo 1.- Fines


  La presente Ley tiene como fin proteger los derechos de las víctimas de violencia y sancionar las formas de violencia física, psicológica, sexual y patrimonial contra las mujeres mayores de edad, como práctica discriminatoria por razón de género, específicamente en una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no, en cumplimiento de las obligaciones contraídas por el Estado en la Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, Ley Nº 6968, de 2 de octubre de 1984, así como en la Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, Ley Nº 7499, de 2 de mayo de 1995”.

En el numeral 2, se establece que esta ley será aplicable en todos los casos en que los delitos establecidos en este cuerpo normativo se dirijan contra de una mujer mayor de edad, en el contexto de una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no.

La realidad nos revela que las mujeres adultas mayores también son víctimas de violencia por parte de sus esposos o convivientes.

 En este sentido, en el artículo 7, la Ley dispone que, con el fin de proteger a las víctimas, desde el inicio de la investigación penal, se podrán solicitar las medidas de protección establecidas en la Ley contra la Violencia Doméstica, así como las medidas cautelares contempladas en el Código Procesal Penal.

En el Título II, capítulo I, artículos 21 al 43 de la Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, se establecen los siguientes delitos: Femicidio (numeral 21), que sanciona con veinte a treinta y cinco años de prisión a quien ocasione la muerte a una mujer con la que mantenga una relación de matrimonio, en unión de hecho declarada o no.

Asimismo, se contemplan los delitos de Maltrato, Restricción a la libertad de tránsito, ofensas a la dignidad, restricción a la autodeterminación, amenazas contra una mujer, violación contra una mujer, conductas sexuales abusivas, explotación sexual de una mujer, sustracción patrimonial, daño patrimonial, limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad, fraude de simulación sobre bienes susceptibles de ser gananciales, distracción de las utilidades de las actividades económicas familiares, explotación económica de la mujer, obstaculización del acceso a la justicia, y el delito de incumplimiento de una medida de protección. 

POLÍTICAS INSTITUCIONALES


A) REGLAS DE BRASILIA SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD
.

En concordancia con lo establecido en el artículo 51 de la Constitución Política de Costa Rica, sobre el deber de protección especial a las personas adultas mayores,  y con el propósito de promover el acceso a la justicia de las personas adultas mayores, la Corte Plena del Poder Judicial costarricense mediante la sesión extraordinaria número 17-2008 del 26 de mayo de 2008, aprobó la incorporación de las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de vulnerabilidad (aprobadas por la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, realizada en Brasilia los días 4,5 y 6 de marzo de 2008).


Estas Reglas son de vital importancia para promover los derechos fundamentales de las personas en condición de vulnerabilidad, entre las que se encuentran las personas adultas mayores
. 


El objetivo de las citadas reglas es precisamente garantizar las condiciones de acceso efectivo a la Justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, de manera que se les reconozca el ejercicio y goce de los Derechos Humanos, inherentes a su dignidad humana.


   
En este sentido, las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de Personas en Condición de Vulnerabilidad, en el capítulo I: Preliminar, Sección primera, se establece: 


Sección 1ª.- Finalidad 


       “Las presentes Reglas tienen como objetivo garantizar las condiciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judicial…”.

En la sección segunda de las citadas Reglas, se indican que: “…Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas personas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico…”.

En esta misma sección, en el apartado segundo, añade: “…El envejecimiento también puede constituir una causa de vulnerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales dificultades, atendiendo a sus capacidades funcionales, para ejercer sus derechos ante el sistema de justicia…”. 


Entre los principales derechos reconocidos a esta población, está el de la debida diligencia y el tratamiento preferencial en relación con la resolución y ejecución de las decisiones jurisdiccionales. 

B) POLÍTICA PARA GARANTIZAR EL ADECUADO ACCESO A LA JUSTICIA DE LA POBLACIÓN ADULTA MAYOR


El Poder Judicial de Costa Rica, atendiendo lo establecido en los artículos 41 y 51 de la Constitución Política, y en las Reglas de Brasilia, emitió Políticas Institucionales de Acceso a la Justicia para poblaciones en condición de vulnerabilidad. 


En este sentido, tenemos Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor, en la que se establecen las medidas necesarias a fin de materializar este derecho en favor de las personas adultas mayores. 


La Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial  es la encargada de velar por el cumplimiento de las distintas políticas para el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre las cuales se encuentran las personas adultas mayores.

La Política para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor debe ser cumplida por todas las personas funcionarias del Poder Judicial.

Entre las disposiciones que contiene esta Política, podemos citar las siguientes:


· Creación de casilla especial para los expedientes en que figure como parte interviniente una persona adulta mayor.

· Uso de carátula marrón en los expedientes de interés. 

· Entrega de Carné de Atención al Adulto Mayor.

· Brindar atención prioritaria y trámite preferente. 

En algunos casos, se requiere de una atención inmediata de los asuntos sometidos a conocimiento de los distintos despachos del Poder Judicial, ello debido a que las personas adultas mayores son víctimas de maltrato y abandono, que claramente ponen en riesgo su integridad física y su vida. 


C) DERECHOS DE LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES USUARIAS DE LOS SERVICIOS DEL PODER JUDICIAL

Las Personas Adultas Mayores usuarias de los Servicios que brinda el Poder Judicial poseen derechos humanos, fundamentales. Por ende, a continuación se establecen los lineamientos mínimos para la atención de personas adultas mayores, usuarias de los servicios que brinda el Poder Judicial. 

Brindarles un trato digno, sensible, afable, empático y respetuoso de sus derechos fundamentales
. Esto nos obliga a redoblar esfuerzos para garantizar el acceso a la justicia de las personas adultas mayores usuarias de los servicios que provee el Poder Judicial. Estas personas tienen derecho a recibir un trato digno, respetuoso, eficiente, en condiciones de igualdad y sin ningún tipo de discriminación y bajo la aplicación de los siguientes requisitos mínimos de atención:

a) Atenderles sin ningún tipo de discriminación (derecho a no sufrir discriminación)

b) Informarles sobre sus derechos, desde el primer momento en que tenga con las autoridades judiciales de los diferentes despachos del Poder Judicial
.

c) Respetar el Derecho a la confidencialidad de las víctimas de delitos, así como su derecho a la imagen
.


d) Derecho a recibir atención, orientación, protección y asistencia por parte de la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito (OAPVD); en los casos en que sea víctima de un delito.

e) A no sufrir revictimización con motivo de la denuncia o procesos instaurados


f) A que se le reciba denuncia con documentos de identificación o sin ellos, particularmente en el caso de personas adultas mayores migrantes, refugiadas, o indígenas.

g) En el caso de personas adultas mayores migrantes o refugiadas, se debe garantizar su derecho de acceso a la justicia, sin importar la condición o estatus migratorio.


h) A la accesibilidad y a la movilidad personal, para lo cual se le brindarán las ayudas técnicas necesarias
.

i)  A la integridad física, psíquica y moral; asimismo la protección de su imagen, autonomía y dignidad
.

j)  Brindarle una Atención prioritaria y trámite preferente
. 

Con el objetivo de hacer efectivo, materializar el acceso a la justicia para las Personas Adultas Mayores, se establecen las siguientes disposiciones mínimas para una adecuada atención y abordaje de las Personas Adultas Mayores (en adelante, PAM), usuarias de los servicios que brinda el Poder Judicial:

· Brindarle atención priorizada, esto implica que las personas funcionarias judiciales deberán atender prioritariamente, de manera inmediata a las PAM.

· En los despachos se dispondrá de una casilla exclusiva para los expedientes en los que intervenga una PAM. 


· Resolver con prontitud los procesos en los que figure una PAM.

· Las oficinas, despachos judiciales, deberán contar con asientos o sillas (silla de ruedas si hay dificultad para movilizarse??) para que las PAM puedan sentarse mientras esperan ser atendidas. 


· En todos aquellos casos en que se evidencie o exista probabilidad? de que una persona adulta mayor es víctima de violencia doméstica, la persona funcionaria judicial remitirá, acompañará, a la persona adulta mayor al Juzgado de Violencia Doméstica correspondiente, para que se le otorguen las medidas de protección establecidas en la Ley contra la Violencia Doméstica.

· Brindar las ayudas técnicas que requiera las PAM que presenta alguna situación o condición de discapacidad (intérprete en LESCO, JAWS, ETC)
. 

· Si las PAM lo desea, se le debe permitir estar acompañada por la persona que es su salvaguarda, o bien, por una persona de su confianza. 

· Si las PAM pertenece a población indígena, se le deberá respetar sus tradiciones culturales (cosmovisión), así como proveer un intérprete en el idioma respectivo.


· Si las PAM no habla español, se le deberá proveer un intérprete en el idioma o lengua materna

· En caso de que la PAM -por razones de salud, estado físico o emocional-, no pueda desplazarse a los despachos judiciales, la jefatura a cargo del despacho respectivo, tomará las medidas necesarias para desplazarse al domicilio o lugar donde se encuentre la 

PAM y brindarle el servicio requerido (recibirle denuncia penal, por violencia doméstica, realizar las diligencias in situ, etc)

· Informarle de sus derechos utilizando un lenguaje claro, sencillo, comprensible.

· Entregar resoluciones, documentos de interés impresos (cuando la PAM lo solicite o bien, porque no tiene acceso a herramientas tecnológicas necesarias (computadora, no tiene, o no sabe usarla) 

· En todos aquellos casos en que se evidencia, exista probabilidad De que la PAM es víctima de violencia doméstica, se le acompañará a la PAM al Juzgado de Violencia Doméstica para que se le otorguen las medidas de protección establecidas en la Ley contra la Violencia Doméstica. Articulo 57 ley contra la VD

· En todos aquellos casos en que se evidencia, exista probabilidad de que la PAM es víctima de un delito se acompañará, además se le brindará la asesoría respectiva. Para que presente la denuncia en el Ministerio Público. 


· Si la PAM es víctima de un delito, se remitirá, se solicitará a la Oficina de Atención y Protección a la Víctima del Delito, que le de el acompañamiento necesario.

· Entregar el respectivo carné de atención a la Persona Adulta Mayor PAM, con la información requerida.

· Utilizar la carátula color terracota para identificar los expedientes en los que figure como parte una PAM.

· Incluir en el sistema informático respectivo (Siscaso, escritorio virtual o gestión en línea), los datos necesarios que identifiquen a una PAM como parte del proceso, de manera que el Poder Judicial cuente con la información estadística que visibilice a las personas adultas mayores, usuarias de los servicios que brinda la institución, (debe establecerse la obligatoriedad de alimentar el sistema informático).

· Mantener estadísticas diferenciadas por persona adulta mayor.


· Ayudas económicas (circulares).


· Organizar por áreas.


· Realidad heterogénea: diferentes situaciones (protocolo de 72 horas)


· Herramienta preliminar a la Política. Se puede reforzar para complementar la política.


· Contraloría de servicios:  cuentan con un sistema para identificar disconformidades, lo cual está clasificado por población en condición de vulnerabilidad.  Proyecto:  Modelo de Atención a la Persona usuaria.  Se encuentran en la etapa de construcción de herramientas.  Por medio de contratación realizarán una encuesta en el ámbito nacional.


Establecer ejes del protocolo y metas de acción:


Herramientas para que aplique este protocolo.


Política de envejecimiento/Política institucional para el Acceso a la Justicia de Personas Mayores.
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ANEXOS


Anexo 1: Diagrama de flujo o flujograma.


Anexo 2: Carátula de expedientes con intervinientes Persona Adulta Mayor.
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Anexo 3: Carné para Personas Adultas Mayores.
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� En el Preámbulo de la Convención proclama …”



� Cumbre Judicial Iberoamericana, Carta Iberoamericana de Derechos de las Víctimas. Argentina, Abril 2012.



� Constitución Política de la República de Costa Rica de 1948, artículo 41.



� Constitución Política de la República de Costa Rica de 1948, artículo 51.



� Poder Judicial de la República de Costa Rica, Políticas para garantizar el adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor. Aprobada en la sesión número 27-08 del Consejo Superior, celebrada el 15 de abril del 2008.



� Adoptada y proclamada por la Asamblea General mediante resolución 217 A, del 10 de diciembre de 1948.



� Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Adultas Mayores, Ley 9394. En el artículo 1 dispone: El objeto de la Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad. Lo dispuesto en la presente Convención no se interpretará como una limitación a derechos o beneficios más amplios o adicionales que reconozcan el derecho internacional o las legislaciones internas de los Estados Parte, a favor de la persona mayor.



Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en esta Convención no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades…”.







� Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, Ley 9394, en el artículo 4, en lo que interesa, dispone que los Estados Parte, para proteger los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor “…b) Adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que sean necesarios para el ejercicio de los derechos establecidos en la presente Convención y se abstendrán de adoptar cualquier medida legislativa que sea incompatible con la misma.



…c) Adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los ámbitos….”. 



� Ver artículo 41 de la Constitución Política de la República de Costa Rica.



� Ley Integral para la Persona Adulta Mayor (Ley 7935), Título V Procedimientos y Sanciones, Capítulo II denominado Sanciones Penales, en los artículos 58 a 61 se encuentran tipificados los delitos de Agresión Física, Agresión Sexual, Agresión Psicológica y Explotación de personas adultas mayores. 



� Publicada en La Gaceta número 83 del 02 de mayo de 1996.



� Ley Integral para la Persona Adula Mayor (Ley número 7935)



“Artículo 57. Medidas de protección 



Para prevenir la violencia física, psicológica, patrimonial o sexual contra las personas adultas mayores, se aplicarán las medidas de protección y los procedimientos ordenados en la Ley contra la violencia doméstica, No. 7586, del 10 de abril de 1996. Estarán legitimados para solicitarlos, en especial los representantes de las instituciones públicas y privadas encargadas de los programas de atención a la persona adulta mayor, así como cualquier persona que conozca de estos abusos”.



� Publicada en la Gaceta número 158del 1 de julio del 2020.



� Ley número 8589, Penalización de la Violencia contra las Mujeres.



� Aprobadas en la Cumbre Judicial Iberoamericana (2008). Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad, aprobadas en la XIV Cumbre Judicial, en Brasilia del 4 al 6 de marzo de 2008.







� Las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en condición de Vulnerabilidad (2008), en el capítulo I, sección segunda, aparado (4), dispone: “Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las siguientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el desplazamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad…”.



� Aprobada en el artículo XLVI de la sesión número 27-08 del Consejo Superior del Poder Judicial, celebrada el 15 de abril del 2008.



� Código Procesal Penal de Costa Rica, Ley 7594. “Artículo 71: Derechos y deberes de la víctima… 1) Derechos de información y trato: a) A recibir un trato digno, que respete sus derechos fundamentales y que procure reducir o evitar la revictimización con motivo del proceso…”



� Código Procesal Penal de Costa Rica, Ley 7594. “Artículo 71: Derechos y deberes de la víctima… 1) Derechos de información y trato: c) A ser informada, en el primer contacto que tenga con las autoridades judiciales, de todos los derechos y facultades, así como sus deberes, con motivo de su intervención en el proceso, además, tener acceso al expediente judicial…”.



� Ley Integral para la Persona Adula Mayor (Ley número 7935):



“Artículo 7.- Derecho a la Imagen



Prohíbase publicar, reproducir, exponer, vender o utilizar, en cualquier forma, imágenes o fotografías de personas adultas mayores para ilustrar informaciones referentes a acciones u omisiones que se les atribuyan, sean de carácter delictivo, contravenciones o riñan con la moral o las buenas costumbres”.



� Ley Integral para la Persona Adulta Mayor (Ley 7935), Artículo 2.-Definiciones … Ayudas técnicas: Elementos que una persona con discapacidad requiere para mejorar su funcionalidad y garantizar su autonomína…”.



� Ley Integral para la Persona Adulta Mayor (Ley 7935). Artículo 6 Derecho a la Integridad.



Las personas adultas mayores tendrán derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral. Este derecho comprende la protección de su imagen, autonomía, pensamiento, dignidad y valores”.



� Ley Integral para la Persona Adulta Mayor (Ley 7935), contempla el derecho de las personas adultas mayores a tener una atención prioritaria y preferente, así está dispuesto en el artículo 3 inciso k “..El trato preferencial cuando efectúe gestiones administrativas en las entidades públicas y privadas”.



� Ley Integral para la Persona Adulta Mayor (7935), en el Artículo 13.- Atención Preferencia,  establece que: “Toda institución pública o privada que así lo acuerde que brinde servicios al público deberá mantener una infraestructura adecuada, asientos preferenciales y otras comodidades para el uso de las personas adultas mayores que los requieran; además, deberá ofrecerles los recursos humanos necesarios para que se realicen procedimientos alternativos en los trámites administrativos, cuando tengan alguna discapacidad…”.
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